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EJECUTIVO 

 

I. ANTECEDENTES 
 

La Escuela Tecnológica Instituto Técnico Central formuló demanda ejecutiva en 
contra de EPS Sanitas SAS para que se librara en su favor mandamiento ejecutivo 
por las sumas de dinero, derivadas de la Resolución No. 387 de 9 de noviembre de 
2020, que a continuación se relaciona: 
 

“PRIMERO: LIBRAR MANDAMIENTO DE PAGO, en favor de la ESCUELA TECNOLÓGICA 

INSTITUTO TÉCNICO CENTRAL –E.T.I.T.C, identificada con Nit 860523694-6, y en contra 
de ENTIDAD PROMOTORA DE SALUD SANITAS – E.P.S. SANITAS, identificada con Nit. 
800.251.440 -6, por la suma ordenada a través de Resolución No. 384 del 9 de noviembre de 
2020. Por las siguientes sumas:  
 
A. CAPITAL: De conformidad con el título ejecutivo Resolución No. 384 del 9 de noviembre de 
2020, por valor de DOS MILLONES CUATROCIENTOS SETENTA Y OCHO MIL CIEN 
PESOS M/CTE ($2.478.100).  
 
B. INTERESES: Por los intereses moratorios legalmente establecidos desde la fecha de 
ejecutoria de la Resolución No. 384 del 9 de noviembre de y hasta que se verifique el pago 
total de la deuda, a la tasa máxima permitida por la Superintendencia de Colombia.  
 
SEGUNDA: CONDENAR, en costas y agencias en derecho a la entidad ejecutada en el 
momento procesal oportuno.”. 

 

II. CONSIDERACIONES 
 

El Despacho se abstendrá de librar mandamiento de pago con fundamento en las 
razones que a continuación se explican: 
 
Ahora bien, el artículo 297 de la Ley 1437 de 2011, dispone: 
 

“Artículo 297. Título ejecutivo. Para los efectos de este Código, constituyen título 
ejecutivo: 
 
1. Las sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo, mediante las cuales se condene a una entidad pública 
al pago de sumas dinerarias. 
 
2. Las decisiones en firme proferidas en desarrollo de los mecanismos alternativos 
de solución de conflictos, en las que las entidades públicas queden obligadas al 
pago de sumas de dinero en forma clara, expresa y exigible. 
 
3. Sin perjuicio de la prerrogativa del cobro coactivo que corresponde a los 
organismos y entidades públicas, prestarán mérito ejecutivo los contratos, 
los documentos en que consten sus garantías, junto con el acto 
administrativo a través del cual se declare su incumplimiento, el acta de 
liquidación del contrato, o cualquier acto proferido con ocasión de la 
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actividad contractual, en los que consten obligaciones claras, expresas y 
exigibles, a cargo de las partes intervinientes en tales actuaciones. 
 
4. Las copias auténticas de los actos administrativos con constancia de ejecutoria, 
en los cuales conste el reconocimiento de un derecho o la existencia de una 
obligación clara, expresa, y exigible a cargo de la respectiva autoridad 
administrativa. La autoridad que expida el acto administrativo tendrá el deber de 
hacer constar que la copia auténtica corresponde al primer ejemplar.” Se destaca. 

 
Por su parte, el artículo 422 de la Ley 1564 de 2012, señala: 
 

“Artículo 422. Título ejecutivo. Pueden demandarse ejecutivamente las 
obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en documentos que 
provengan del deudor o de su causante, y constituyan plena prueba contra 
él, o las que emanen de una sentencia de condena proferida por juez o 
tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia judicial, o de las 
providencias que en procesos de policía aprueben liquidación de costas o 
señalen honorarios de auxiliares de la justicia, y los demás documentos que 
señale la ley. La confesión hecha en el curso de un proceso no constituye título 
ejecutivo, pero sí la que conste en el interrogatorio previsto en el artículo 184. (…)” 
Se destaca. 

 
En esa dirección, el Despacho encuentra menester subrayar que los títulos 
ejecutivos pueden ser singulares, esto es, estar contenidos o constituidos por un 
solo documento o bien pueden ser complejos, cuando están integrados por un 
conjunto de documentos. Sobre el particular, el Consejo de Estado en decisión 
reciente señaló: 
 

“El título ejecutivo bien puede ser singular, es decir, estar contenido o constituido 
por un solo documento, por ejemplo un título valor, o bien puede ser complejo, 
esto es, cuando se encuentra integrado por un conjunto de documentos, 
como por ejemplo por un contrato, más las constancias de cumplimiento o 
recibo de las obras, servicios o bienes contratados, el reconocimiento del 
deudor respecto del precio pendiente de pago, el acta de liquidación, etc. 
 
En todo caso, los documentos allegados con la demanda deben valorarse 
en su conjunto, con miras a establecer si constituyen prueba idónea de la 
existencia de una obligación clara, expresa y exigible a favor del ejecutante, 
como lo establece el artículo 422 del C.G. del P. 
 
El título ejecutivo debe demostrar la existencia de una prestación en beneficio de 
una persona, es decir, que el obligado debe observar en favor de su acreedor una 
conducta de dar, de hacer o de no hacer y esa obligación debe ser expresa, clara 
y exigible, requisitos que ha de reunir todo título ejecutivo, no importa su origen2. 
 
Esta Sección3 ha señalado que los títulos ejecutivos deben gozar de ciertas 
condiciones esenciales, unas formales y otras sustanciales. Las primeras se 
refieren a que la obligación debe constar: i) en documentos auténticos que 
provengan del deudor o de su causante y que constituyan plena prueba 
contra él, o ii) en providencias emanadas de autoridades competentes que 
tengan fuerza ejecutiva, conforme a la ley, como, por ejemplo, las sentencias 
de condena y otro tipo de providencias judiciales que impongan 
obligaciones, verbigracia, aquellas que fijan honorarios a los auxiliares de la 
justicia, las que aprueban la liquidación de costas, etc. Las condiciones 
sustanciales, por su parte, se traducen en que las obligaciones que se 
acrediten a favor del ejecutante o de su causante y a cargo del ejecutado o 
de su causante sean claras, expresas y exigibles. 
 
En cuanto a estas últimas, la doctrina ha señalado que por expresa debe 
entenderse que la obligación aparezca manifiesta de la redacción misma del 
título; es decir, en el documento que la contiene debe estar expresamente 
declarada, debe estar nítido el crédito - deuda que allí aparece. 
 
La obligación es clara cuando, además de expresa, aparece determinada en el 
título, de modo que sea fácilmente inteligible y se entienda en un solo 
sentido. 
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La obligación es exigible cuando puede demandarse su cumplimiento, por no 
estar pendiente el agotamiento de un plazo o de condición. Dicho de otro 
modo, la exigibilidad de la obligación se manifiesta en que debía cumplirse dentro 
de cierto término ya vencido o cuando ocurriera una condición ya acontecida o 
para la cual no se señaló término, pero cuyo cumplimiento sólo podía hacerse 
dentro de cierto tiempo que ya transcurrió.”1 Subrayas y negrillas fuera del texto 
original. 

 
Asimismo, los artículos 246 y 430 de la Ley 1564 de 2012, señalan: 

 
“Artículo 246. Valor probatorio de las copias. Las copias tendrán el mismo valor 
probatorio del original, salvo cuando por disposición legal sea necesaria la 
presentación del original o de una determinada copia. 

Sin perjuicio de la presunción de autenticidad, la parte contra quien se aduzca 
copia de un documento podrá solicitar su cotejo con el original, o a falta de este 
con una copia expedida con anterioridad a aquella. El cotejo se efectuará 
mediante exhibición dentro de la audiencia correspondiente. 

 
Artículo 430. Mandamiento ejecutivo. Presentada la demanda acompañada de 
documento que preste mérito ejecutivo, el juez librará mandamiento 
ordenando al demandado que cumpla la obligación en la forma pedida, si fuere 
procedente, o en la que aquel considere legal (…)”. Negrillas y subrayas fuera 
del texto original. 

 
Descendiendo al caso concreto, se hace necesario precisar que si bien la parte 
demandante allegó como título ejecutivo la copia digital de la Resolución No. 384 
de 9 de noviembre de 2020, lo cierto es que dicha documental no presta mérito 
ejecutivo ante esta jurisdicción. 

 
Al respecto, es del caso señalar que la cláusula general de competencia de esta 
jurisdicción señala: 

 
“Artículo 104. De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. La Jurisdicción 
de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además de lo 
dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias 
y litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos 
al derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, 
o los particulares cuando ejerzan función administrativa. 

 
Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 

 
1. Los relativos a la responsabilidad extracontractual de cualquier entidad 
pública, cualquiera que sea el régimen aplicable. 

 
2. Los relativos a los contratos, cualquiera que sea su régimen, en los que sea 
parte una entidad pública o un particular en ejercicio de funciones propias del 
Estado. 

 
3. Los relativos a contratos celebrados por cualquier entidad prestadora de 
servicios públicos domiciliarios en los cuales se incluyan o hayan debido 
incluirse cláusulas exorbitantes. 

 
4. Los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos 
y el Estado, y la seguridad social de los mismos, cuando dicho régimen esté 
administrado por una persona de derecho público. 

 
5. Los que se originen en actos políticos o de gobierno. 

 
6. Los ejecutivos derivados de las condenas impuestas y las 
conciliaciones   aprobadas por esta jurisdicción, así como los 

                                                                 
1 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Sentencia de 23 de 

marzo de 2017. C.P. Carlos Alberto Zambrano Barrera. Exp. 68001-23-33-000-2014-00652-
01(53819). 
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provenientes de laudos arbitrales en que hubiere sido parte una entidad 
pública; e, igualmente los originados en los contratos celebrados por esas 
entidades. 

 
7. Los recursos extraordinarios contra laudos arbitrales que definan conflictos 
relativos a contratos celebrados por entidades públicas o por particulares en 
ejercicio de funciones propias del Estado (…).” Subrayado y negrilla fuera del 
texto. 

 
Así pues, comoquiera que la obligación que se pretende ejecutar no deviene de 
una sentencia, una conciliación aprobada por esta jurisdicción, un laudo arbitral 
en que hubiere sido parte una entidad pública y/o de un contrato celebrado por 
una entidad pública o de una acto administrativo emitido con ocasión de esta 
actividad, el Despacho concluye que el documento allegado no presta mérito 
ejecutivo en el proceso ejecutivo que se adelanta ante esta Jurisdicción. 

 
Con lo anterior, el Despacho no pretende desconocer los atributos de los actos 
administrativos que emiten las Entidades públicas y los efectos que estos pueden 
llegar a generar en otros procesos como los de jurisdicción coactiva, de lo que se 
trata es de poner en evidencia que el legislador para los efectos de esta 
jurisdicción estableció una notas características para la ejecución que en esencia 
tiene que ver con la naturaleza contractual de los actos. 

 
Una visión diferente implicaría que todas la decisiones que toma la Administración 
a través de actos administrativos en cualquier tipo de procedimiento como por 
ejemplo los procedimientos de tránsito o ambientales podrían prestar mérito 
ejecutivo ante esta jurisdicción, situación que en criterio de este Despacho 
desconoce las reglas establecidas para el ejecutivo que se tramita ante esta 
jurisdicción y, en ese orden de ideas, el Despacho se abstendrá de librar 
mandamiento de pago. 

 
En mérito de lo expuesto, se 
 

III. RESUELVE 

 
Primero: Abstenerse de librar el mandamiento de pago solicitado por el 
extremo actor, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 
Segundo: En firme esta providencia, por Secretaría se ordena archivar las 
actuaciones previas anotaciones de rigor. 
 

Notifíquese y cúmplase 

 
Juan Carlos Lasso Urresta 

Juez 
 
ABT 
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